
 

     
                                                                          

                        
 
 

SIGCMA 

Ubicación  37852 – 6  
Condenado JOSE MORALES HERNADEZ 
C.C # 1096196620 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 12 de enero de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del 
VEINTIUNO (21) de DICIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022), por el término 
de dos (2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. 
Vence el dia 13 de enero de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
Ubicación  37852 
Condenado JOSE MORALES HERNADEZ 
C.C # 1096196620 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 16 de Enero de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 17 de 
Enero de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 
 
 
  

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 















Bogotá - Cundinamarca   29 de Diciembre de 2022 

 

Señor: 

 

Juez 006 De Ejecución De Penas y Medidas De Seguridad De Bogotá - 

Cundinamarca 

 

Referencia: Recurso de Reposición en Subsidio De Apelación al Auto del 

21 de Diciembre del 2022 pero el cual me notificaron el día Martes 18 

de Diciembre en las horas de la tarde del año en curso 

 

 

José Morales Hernández, identificado como aparece al pie de mi firma, 

actualmente recluido en COMEB o COBOG, actuando en nombre propio 

y representación, acudo respetuosamente a su despacho con el fin de 

presentar recurso de apelación al Auto del 21 de Diciembre del 2022 el 

cual fui notificado el día 27 de Diciembre por la tarde , en el cual me fue 

negada la prisión domiciliaria por la condición de padre cabeza de 

familia al sentenciado la cual está consagrada en los artículos 314 y 461 

de La Ley 906 de 2004, Respetado Juez, el presente recurso de 

apelación lo presento dentro de los términos legalmente establecidos y 

lo fundamento en los siguientes Argumentos: 

 

 



                            CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

Es válido mencionar que fui notificado Seis (6) días después de su 

respuesta del contenido de negativa respuesta por su despacho en 

donde se manifiesta que me es negada la Prisión Domiciliaria como 

padre cabeza de hogar, Procedencia de conceder el sustituto, al 

verificarse que yo ostento la condición de ser padre cabeza de familia, 

al tener la jefatura del hogar y bajo mi cargo, el desarrollo afectivo, 

económico, educativo y social en forma permanente de mis hijos 

menores de los cuales uno tiene discapacidad el cual requiere más 

atención especial, asimismo no tienen una sustancial de ayuda de otros 

miembros de la familia, así como el cumplimiento de los demás 

requisitos legales, por lo cual realizado un juicio de ponderación, hay 

lugar a dar prevalencia a los intereses superiores de los menores sobre 

los fines estatales en la ejecución de la pena, y Usted Respetado Juez 

Erro Cuando resolvió en dicho auto, cuando expresa que los menores 

no estaban  en situación de abandono, pues se encontraban al cuidado 

de su madre esto lo definió al realizar unas preguntas capciosas a su 

progenitora. Además, cabe resaltar que antes de mi situación yo era 

quien correspondía con los gastos de toda índole y podía brindarles la 

protección que éstos requerían. Por lo presente llamo a colación la Ley 

750 de 2002 que expresa los requisitos para ser merecedor de dicho 

beneficio la cual expresa: 

PRISIÓN DOMICILIARIA POR MADRE O PADRE CABEZA DE FAMILIA 

CONFORME LA LEY 750 DE 2002 – Requisitos – La condición de madre o 

padre cabeza de familia, se predica respecto de hijos del procesado que 



sean menores de edad o que sufran de alguna discapacidad, sin que sea 

jurídicamente posible extender esa condición a otras personas, así se 

demuestre su dependencia económica y/o afectiva, por lo cual en lo 

que usted resuelve expresa de manera Errónea que no hay lugar a 

conceder la prisión domiciliaria al procesado que alega tener dicha 

calidad respecto de su ascendiente. Respetado Juez según el criterio de 

su Señoría, Usted le dio aplicación al concepto que me desfavorece 

Respetado Juez, 006 de Ejecución De Penas Y Medidas De Seguridad De 

Bogotá usted Erro al negarme dicho Beneficio o Más Bien Dicho 

Derecho. Toda vez que el artículo 29 de la carta política que reza; el 

principio de favorabilidad   

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a 

leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de 

cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando 

sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa 

y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 

investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 

dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 

alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la 

prueba obtenida con violación del debido proceso. 

y no se le dio aplicación al principio de favorabilidad, por tal razón me 

dedicare a explicar porque debió aplicar el principio de favorabilidad:  



para nadie es un secreto que los establecimientos penitenciarios y 

carcelarios cuentan con un hacinamiento muy alto, y este 

establecimiento no es la excepción, esto dificulta una buena atención 

jurídica a los PPL, que cumplimos sentencia en este centro carcelario, 

debido a esto he sido notificado después de la fecha que usted resolvió 

la negativa,   

 

Respetado Juez, de pronto no es el procedimiento habitual, pero en las 

condiciones en que nos encontramos en los establecimientos 

carcelarios nos es casi imposible, tener las cosas acordes a los 

procedimientos, por tal motivo le suplico tener en cuenta el presente 

memorial y su argumentación para que estudie, la viabilidad de revocar 

el interlocutorio del 21 de Diciembre de 2022 el cual fui notificado el 27 

de Diciembre del año en curso en horas de la tarde. 

 

 

 

                                                                  PRETENCIONES 

 

 

 

Teniendo en cuenta las argumentaciones anteriores expuestos, le 

solicito muy respetuosamente estudiar la viabilidad de revocar el 

interlocutorio del 21 de Diciembre del 2022 el cual fui notificado el 27 



de Diciembre del mismo año en horas de la tarde referente a la no 

aplicación de la Ley 750 de 2002 y en los siguientes: 

FUNDAMENTOS LEGALES Y JURISPRUDENCIALES 

(i) Honorable Juez, Previamente es necesario aclarar que el 
presente asunto gira en torno a la concesión del sustituto de 
la prisión domiciliaria bajo los postulados de la Ley 750 de 
2002 a la cual esta Sala tiene competencia para 
pronunciarse; pues 

contrario ocurre cuando la solicitud se fundamenta en lo 

previsto por el artículo 314 del Código de Procedimiento 
Penal 
norma que en principio sería aplicable para la imposición de 
la medida de aseguramiento, sin embargo, también procede 
para efectos de la sustitución de la pena de prisión por la 
domiciliaria, toda vez que el artículo 461 del ordenamiento 
procesal faculta al Juez de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad para sustituir la ejecución de la sanción 
privativa del derecho “en los mismos casos de la sustitución 
de la detención preventiva”. 

Último evento entonces en el que el competente para su 
estudio sería el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad y no el Juez de Conocimiento, como así se 
señaló en reciente pronunciamiento por una Sala Penal 
(ii) Realizada la precisión, se denota que dentro del caso 

de conocimiento la negativa emitida por el Juzgado de 

primera instancia frente a la solicitud de prisión domiciliaria 

por madre y/o padre cabeza de familia en favor Mio, se 
fundamentó en el incumplimiento de los requisitos exigidos 
por la Ley 750 de 2002, toda vez que no se acreditó la 
condición de madre y/o padre cabeza de familia, 

pues pese a la existencia de hijos menores de edad y 



familiares con lazos de consanguinidad o afinidad 

dependientes, no se logró desvirtuar la presunción de 

existencia de familia extensa que pueda hacerse 
responsable de los cuidados requeridos por aquellos. 
En razón a lo expuesto, en la  Sala de segunda Instancia 
deberá analizar si efectivamente yo, ostento la condición de 
madre y/o padre cabeza de familia 

para acceder al mismo, teniendo en cuenta lo establecido 
por la Ley 1232 de 2008 que modificó el artículo 2º de la 
Ley 82 de 1993 Cabe precisar que la más reciente postura 
de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia por esta 
Corporación, señala respecto de la concesión de este 

sustituto lo siguiente: “2.2.8. Por último, no es posible sostener 
que los artículos 314 numeral 5 y 461 del Código de 
Procedimiento Penal derogaron los requisitos establecidos en el 
artículo 1 de la Ley 750 de 2002 en lo atinente a la figura de la 
prisión domiciliaria para la persona cabeza de familia. 
Lo anterior, no sólo porque esta última norma es ley especial en 
lo que a la regulación de la ejecución de la pena privativa de la 

libertad se refiere, sino porque además es pertinente el mismo 

argumento que la Sala, en desarrollo de otra línea jurisprudencial, 
ha utilizado para concluir que el numeral 1 del artículo 314 de la 

Ley 906 de 2004 (que regula la figura de la detención preventiva 

en el lugar de residencia8) de ninguna manera ha derogado los 

requisitos previstos en el artículo 38 del Código Penal (relativo a 
la prisión domiciliaria como sustituto de la ejecución de la pena 

privativa de la libertad... 
En este orden de ideas, si para la Corte el numeral 1 artículo 

314 de la Ley 906 de 2004 no modificó la figura de la prisión 

domiciliaria del artículo 38 del Código Penal, deberá 

predicarse lo mismo respecto del numeral 5 del artículo 314 

del estatuto adjetivo y su relación con los requisitos tanto 

objetivos como subjetivos de la prisión domiciliaria para el 
padre o madre cabeza de familia del artículo 1 de la Ley 750 



de 2002, pues frente a esta última situación también rigen 

principios distintos y el tratamiento más benévolo sólo puede 

justificarse en la medida en que no se haya desvirtuado la 

presunción de inocencia.”. 

En ese orden de ideas, y conforme al artículo 1º de la Ley 

1232 de 2008, es madre cabeza de familia “... quien siendo 

soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y 
tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en 
forma permanente, hijos menores propios u otras personas 
incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por 
ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, 
síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o 
deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del 
núcleo familiar.” Definición sobre la que se precisó por parte 
de la Corte Constitucional que: 
“...para tener dicha condición es presupuesto indispensable 

(i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o 

de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa 

responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la 

ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la 

pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus 

obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la 

responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un 

motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, 
sensorial, síquica o mental o, como es obvio, la muerte; (v) por 

último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los 

demás miembros de la familia, lo cual significa la 

responsabilidad solitaria de la madre para sostener el 

hogar.” De allí que el mismo tribunal constitucional 
puntualizara que en materia de carga probatoria, 
corresponde demostrar a quien reclama la condición de 
padre cabeza de familia, lo siguiente: 
“... (i) Que sus hijos propios, menores o mayores 



discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, 
dependan económicamente de él y que realmente sea una 

persona que les brinda el cuidado y el amor que los niños 

requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus 

obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean 

efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo 

tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los 

trabajadores por inasistencia de tales compromisos. (ii) Que no 

tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una 

persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los 

niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, 
ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o 

moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte 

totalmente indispensable en la atención de hijos menores 

enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la 

presencia de la madre.”. Esta Corporación, respecto de la 
condición de padre o madre cabeza de familia, además de 
lo dicho, ha señalado que 

debe acreditarse si se reúnen ciertos requisitos, que han 
sido señalados por esta Sala 

“i) que bajo la tutela y cuidado integral del procesado se 

encuentran sus hijos menores de edad o personas 

incapacitadas física o psíquicamente, antes de ser detenido, 
de suerte que la privación de la libertad trajo como secuela el 
abandono, la exposición o el riesgo inminente para aquellos; ii) 

que exista ausencia permanente o incapacidad del cónyuge o 

compañero permanente del procesado para hacerse cargo de 

los hijos menores de edad o personas incapacitadas física o 

psíquicamente; iii) que el procesado prodigue el sustento 

económico, y el apoyo emocional, de manera que ante su 

ausencia los hijos menores de edad o personas incapacitadas 

física o psíquicamente se verían expuestas a situaciones de 

riesgo o desamparo.” Por su parte, el artículo 1º de la Ley 750 
de 2002, establece la posibilidad de cumplir la pena 



privativa de la libertad en el lugar de su residencia, al 
hombre13 o mujer cabeza de familia, siempre y cuando se 
acredite el cumplimiento de ciertos requisitos que la Corte 
Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal ha referido 
de la siguiente manera: 
“2. De acuerdo con esta norma, cuatro serían los requisitos 
exigidos para acceder a esta prerrogativa, (i) que el 
peticionario tenga la condición de madre o padre cabeza de 

familia,14 (ii) que el delito por el cual se procede no esté 

excluido del beneficio, (iii) que el infractor no registre 

antecedentes penales, y (iv) que su desempeño personal, 
laboral, familiar o social permita determinar que no colocará 

en peligro la comunidad o las personas a su cargo, hijos 

menores de edad o hijos con incapacidad mental 
permanente. 
 

Respetado Juez, en este Orden de Ideas le solicito que revoque su 

decisión elevada por su despacho e Incline su balanza a mi Favor y 

nuevamente estudie la viabilidad de concederme la Prisión Domiciliaria 

como Padre cabeza de Hogar según lo estipulado por la Norma 

anteriormente citada. 

 

De manera Muy Cordial 

 

 

 

 

 

José Morales Hernández 



Cc: 1.096.196.620 De Barrancabermeja - Santander 

 

Td: 103572 

 

Pabellon : # 6 

COMEB o COBOG 

 

 


